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Seguridad Social, y contra el fraude en la obtención y disfrute de prestaciones a 
cargo de dicho sistema; así como para la determinación del nivel de aportación 
de cada usuario en las prestaciones del Sistema Nacional de Salud.

d)	 La colaboración con las Administraciones públicas para la lucha contra el delito 
fiscal y contra el fraude en la obtención o percepción de ayudas o subvenciones 
a cargo de fondos públicos o de la Unión Europea.

e)	 La colaboración con las comisiones parlamentarias de investigación en el marco 
legalmente establecido.

f)	 La protección de los derechos e intereses de los menores e incapacitados por 
los órganos jurisdiccionales o el Ministerio Fiscal.

g)	 La colaboración con el Tribunal de Cuentas en el ejercicio de sus funciones de 
fiscalización de la Ciudad Autónoma.

h)	 La colaboración con los jueces y tribunales para la ejecución de resoluciones 
judiciales firmes. La solicitud judicial de información exigirá resolución expresa 
en la que, previa ponderación de los intereses públicos y privados afectados en 
el asunto de que se trate y por haberse agotado los demás medios o fuentes de 
conocimiento sobre la existencia de bienes y derechos del deudor, se motive la 
necesidad de recabar datos de la Administración tributaria.

i)	 La colaboración con el Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención del 
Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, con la Comisión de Vigilancia 
de Actividades de Financiación del Terrorismo y con la Secretaría de ambas 
comisiones, en el ejercicio de sus funciones respectivas.

j)	 La colaboración con órganos o entidades de derecho público encargados de la 
recaudación de recursos públicos no tributarios para la correcta identificación 
de los obligados al pago, y con la Dirección General de Tráfico para la práctica 
de notificaciones a los mismos, dirigidas al cobro de tales recursos.

k)	 La colaboración con las Administraciones públicas para el desarrollo de sus 
funciones, previa autorización de los obligados tributarios a que se refieran los 
datos suministrados.

l)	 La colaboración con la Intervención General de la Administración General del 
Estado en el ejercicio de sus funciones de control de la gestión económico-
financiera, el seguimiento del déficit público, el control de subvenciones y ayudas 
públicas y la lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales de las 
entidades del Sector Público.

2. En los casos de cesión previstos en el apartado anterior, la información de carácter 
tributario deberá ser suministrada preferentemente mediante la utilización de medios 
informáticos o telemáticos. Cuando las Administraciones públicas puedan disponer de 
la información por dichos medios, no podrán exigir a los interesados la aportación de 
certificados de la Administración tributaria en relación con dicha información.

3. La Administración Tributaria de la Ciudad Autónoma adoptará las medidas necesarias 
para garantizar la confidencialidad de la información tributaria y su uso adecuado.

Cuantas autoridades o funcionarios tengan conocimiento de estos datos, informes o 
antecedentes estarán obligados al más estricto y completo sigilo respecto de ellos, salvo 
en los casos citados. Con independencia de las responsabilidades penales o civiles que 


